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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	Departamento Administrativo para la Prosperidad Social

	Fecha (dd/mm/aa):
	Por determinar

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	Por el cual se realiza una depuración del Decreto 1084 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector de Inclusión Social y Reconciliación y se dictan otras disposiciones 



	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.

En el marco de la estrategia Estado Simple, Colombia Ágil, la Dirección del Desarrollo del Derecho y Ordenamiento Jurídico del Ministerio de Justicia y del Derecho adelantó con las diferentes entidades cabeza de sector el proceso de depuración normativa de los Decretos Únicos Reglamentarios, esta acción da cumplimiento a la Ley 1955 de 2019 y la Directiva Presidencial 007 de 2018.

La referida estrategia se enmarca en uno de los compromisos adquiridos por Colombia, como miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico - OCDE, de mejorar su política regulatoria mediante la implementación de distintas estrategias, entre ellas la depuración normativa.
Lo anterior, en consonancia con los compromisos del país, en el año 2014, contenidos en el Documento CONPES 3816, que como una herramienta de política pública, dentro de sus objetivos resalta la importancia de llevar a cabo ejercicios de depuración normativa, como mecanismo para mantener actualizado el ordenamiento jurídico colombiano.

Adicional a lo anterior en el Plan Nacional de Desarrollo 2018 - 2022: Pacto por Colombia, pacto por la equidad, dentro del Pacto por el Emprendimiento, se implementó la estrategia Estado simple, Colombia ágil, cuyo objetivo es lograr una "regulación simple que impulse el desarrollo económico y la competitividad". Parte de las acciones que incluye la estrategia es una constante revisión del ordenamiento jurídico colombiano para identificar normas obsoletas que puedan ser objeto depuración.

Bajo este contexto, el Ministerio de Justicia y del Derecho eligió al Sector de la Inclusión Social y la Reconciliación para que fuera uno de los sectores piloto en los procesos de depuración normativa de su Decreto Único Reglamentario, de esta manera, procedió la Oficina Asesora Jurídica de Prosperidad Social en coordinación con las Oficinas Asesoras Jurídicas de las entidades adscritas al sector a dar aplicación de la metodología y el cumplimiento de las actividades propuestas. La referida metodología plantea cinco (5) criterios, para realizar este ejercicio de depuración, a saber: 

Obsolescencia: “La obsolescencia hace referencia a lo “poco usado, anticuado o inadecuado a las  circunstancias actuales” (Real Academia Española de la Lengua RAE). Una disposición normativa se califica como obsoleta cuando es totalmente imposible su aplicación a la luz de la realidad social, económica, cultural, política o tecnológica del país, casi siempre por el transcurso del tiempo. Debe tenerse en cuenta que la obsolescencia no se predica de la antigüedad o el desuso de la norma, sino que hace referencia a las normas cuyos supuestos de hecho o de derecho (o sus consecuencias jurídicas) no resultan compatibles o aplicables frente a la realidad actual, de tal manera que es inviable continuar con la aplicación de la norma existente. De esta manera, se debe examinar si las disposiciones del decreto único  reglamentario (DUR) están produciendo efectos en la actualidad, de no hacerlo, puede ser derogado dentro de la metodología de depuración normativa”.

Duplicidad Normativa:  “Se refiere a la existencia de dos o más disposiciones normativas vigentes, que cumplen funciones o tienen efectos (formales o sustanciales) iguales o similares, por cuanto una de ellas se puede considerar como no aplicable o redundante. Si tiene efectos similares, pero no iguales, indica que la norma debe permanecer vigente para esos casos no cubiertos por la norma que se pretende depurar. Frente a la aplicación de este criterio, es importante tener en cuenta las reglas de vigencia de la ley en el tiempo establecidas en el artículo 2 de la Ley 153 de 1887.”

Por cumplimiento del objeto de la norma o cesación de efectos jurídicos: “Hace referencia a las normas que alcanzaron la finalidad para la cual nacieron a la vida jurídica o, en palabras del Consejo de Estado (2015), “(…) normas que contienen mandatos específicos ya ejecutados, es decir, cuando el precepto acusado ordena que se lleve a cabo un acto o se desarrolle una actividad y el cumplimiento de ésta o aquél ya ha tenido lugar (…)”, o normas respecto de las cuales no es posible exigir el cumplimiento, puesto que lo dispuesto en la norma ya se cumplió. Además que las disposiciones no sigan surtiendo efectos jurídicos”.

Por agotamiento del plazo definido en las disposiciones o por ser transitoria: “Bajo este criterio se agrupan las disposiciones con vigencia temporal definida, esto  es, aquellas disposiciones en cuyo propio texto se estableció el plazo de su vigencia o aquellas disposiciones que eran aplicables durante un periodo de tiempo determinado y éste ya finalizó”. 

Por decaimiento - Desaparición de las disposiciones que dan fundamento jurídico para la existencia de la normativa:  “Cuando desaparecen del marco jurídico las disposiciones o normas constitucionales o legales que le sirven de sustento a una de rango inferior. En relación con este criterio, la Corte Constitucional, en sentencia C-069 de 1995, consideró que “De esta manera, cuando se declara la inexequibilidad de una norma legal en que se funda un acto administrativo se produce la extinción y fuerza ejecutoria del mismo (…)”.
En este sentido, la depuración normativa busca excluir del ordenamiento jurídico colombiano, las disposiciones de los decretos únicos reglamentarios de los sectores de la administración pública nacional, que se han tornado, por diversos factores y fenómenos, obsoletas. Este ejercicio se constituye como una estrategia importante para mejorar la calidad normativa y posibilita el fortalecimiento del sistema jurídico nacional, al brindar un mayor grado de seguridad jurídica a los ciudadanos a través de la claridad y certeza sobre las disposiciones vigentes.

Ahora bien, dentro de la referida metodología se presentó un espacio para la participación efectiva, pluralista de la ciudadanía, el sector empresarial, y en general los grupos con intereses legítimos, para que expusieran de forma ágil y concreta sus opiniones, puntos de vista y propuestas para detectar y seleccionar la normativa depurable. Este espacio se realizó entre el 27 de noviembre y 7 de diciembre de 2020 mediante la utilización de la herramienta tecnológica en la plataforma SUIN–SUCOP, y mediante la recepción de observaciones al correo electrónico observaciones@prosperidadsocial.gov.co
Producto de estas consultas y la aplicación de la metodología propuesta por el Ministerio de Justicia y del Derecho, se identificaron las siguientes normas del Decreto 1084 del 2015, que eran susceptibles de depurar las cuales fueron analizadas por las oficinas jurídicas del sector de la Inclusión Social y la Reconciliación, y determinadas como viables ante los criterios propuestos mediante oficio MJD-OFI21-0046216-DOJ-2300 del 13 de diciembre de 2021 por parte de la Dirección de Desarrollo del Derecho y del Ordenamiento Jurídico del  Ministerio  de  Justicia  y  del  Derecho.
1. cinco (5) normas objeto de eliminación parcial o total, que se enuncian a continuación, bajo el criterio de Obsolescencia: 

· Artículo 2.2.7.4.7. Indemnización individual administrativa para las víctimas de desplazamiento forzado. La indemnización administrativa a las víctimas de desplazamiento forzado se entregará prioritariamente a los núcleos familiares que cumplan alguno de los siguientes criterios: 1. Que hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentre en proceso de retorno o reubicación en el lugar de su elección. Para tal fin, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas formulará, con participación de las personas que conformen el núcleo familiar víctima un Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral PAARI-. 2. Que no hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima debido a que se encuentran en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta debido a la condición de discapacidad, edad o composición del hogar. 3. Que solicitaron a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas acompañamiento para el retorno o la reubicación y éste no pudo realizarse por condiciones de seguridad, siempre y cuando hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima.

Parágrafo. La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas ejercerá la coordinación interinstitucional para verificar las condiciones de seguridad de la zona de retorno o reubicación en el marco de los Comités Territoriales de Justicia Transicional, y para promover el acceso gradual de las víctimas retornadas o reubicadas a los derechos a los que hace referencia el artículo 2.2.6.5.8.5 del presente Decreto.  ”.  
En atención a que el artículo en comento no se ajusta a las circunstancias sociales, económicas y políticas actuales; pues la entrega de la indemnización administrativa y la priorización respectiva ya no se hace de acuerdo con los criterios señalados en el artículo 2.2.7.4.7, sino a partir del procedimiento y método establecidos en la Resolución 1049 de 2019 de la Unidad para las Víctimas, que difieren sustancialmente de lo establecido en el artículo en comento. 
Huelga aclarar que este ajuste al procedimiento de reconocimiento y entrega de la indemnización administrativa, plasmado en la Resolución 1049 de 2019, se realizó para dar estricto cumplimiento a las órdenes judiciales impartidas por la Corte Constitucional en el Auto 207 de 2017 (decisión proferida en el marco del seguimiento del Estado de Cosas Inconstitucional en materia de desplazamiento forzado, declarado en la sentencia T-025 de 2004). 
En este sentido, este procedimiento tiene en cuenta, siguiendo los parámetros constitucionales, la situación de mayor vulnerabilidad que enfrentan ciertas víctimas, debido a factores como la edad, la enfermedad o la discapacidad para su priorización en el acceso a la indemnización administrativa. 
Por lo anterior, criterios como los mencionados en el artículo, por ejemplo, que las víctimas hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentren en procesos de retorno o reubicación en el lugar de su elección, o que hubieren solicitado a la Unidad para las Víctimas el acompañamiento para el proceso del retorno o la reubicación, y este no haya podido realizarse por condiciones de seguridad (habiendo suplido carencias en la subsistencia mínima), ya no son determinantes para reconocer de manera prioritaria la indemnización administrativa. 
Por su parte, se destaca que, la eliminación de este artículo no afecta las competencias de la Unidad para las Víctimas en el reconocimiento y entrega de la indemnización administrativa, ni el procedimiento que a la fecha se lleva a cabo; como tampoco resta seguridad jurídica al procedimiento establecido para dichos efectos.  

· Artículo 2.2.8.3.1. Planes de acción territorial para la asistencia, atención y reparación integral de las víctimas. (…).  
Parágrafo 2. El Plan Integral Único para la atención de la población desplazada hace parte del plan de acción territorial. La eliminación del Parágrafo 2 del Artículo 2.2.8.3.1 del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015, se justifica toda vez que la disposición en mención indica que el Plan Integral Único para la atención de la población desplazada, hace parte del plan de acción territorial. Sin embargo, a partir de la expedición de la Ley 1448 de 2011, ya no se realiza el plan integral único para la atención de la población desplazada, pues en su lugar se realizan planes de acción territoriales que se refieren en general a las víctimas del conflicto armado interno y deben contemplar las medidas de asistencia, atención y reparación integral de las víctimas. 

Es de precisar que la figura del plan integral único era la herramienta de planeación por la cual se coordinaba con los comités departamentales, municipales y distritales, las acciones dirigidas a garantizar el compromiso de los entes territoriales en el cumplimiento y materialización de los derechos de la población desplazada por la violencia que se encuentren en sus respectivas jurisdicciones, conforme lo disponía Ley 1190 de 2008, en el marco de Consejo Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia. Ahora bien, la norma tenía sentido en el momento de la transición con la expedición de la ley 1448 de 2011, pues se encontraban en curso planes integrales únicos, pero actualmente esta es una herramienta que no se utiliza para los fines consagrados en este artículo. 

Adicional a lo anterior, el artículo 4° del Decreto 790 de 2012, señala que las funciones asignadas a las instancias de manera expresa que “Los planes de acción deberán contener los elementos de los Planes Integrales Único” es decir actualmente no se realiza el plan integral único de manera independiente sino que es uno de los elementos que contienen los planes de acción territoriales.

· Artículo 2.2.11.5.1. Adopción del plan. A partir del 8 de febrero de 2005, adoptase en todas sus partes el Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia. 
Por cuanto con la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011 – Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, el alcance de la política pública enfocada a la atención de la población desplazada por la violencia cambió, ampliando su marco de aplicación no solo a las víctimas de desplazamiento forzado, sino a todas las víctimas del conflicto armado. Por su parte, los registros, planes, informes e insumos construidos y/o expedidos en el marco de la Ley 387 de 1997 entraron a complementar lo establecido en la Ley 1448 de 2011, debido a lo consagrado en el artículo 60 de la mencionada ley, que reza de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 60. NORMATIVIDAD APLICABLE Y DEFINICIÓN. La atención a las víctimas del desplazamiento forzado, se regirá por lo establecido en este capítulo y se complementará con la política pública de prevención y estabilización socioeconómica de la población desplazada establecida en la Ley 387 de 1997 y demás normas que lo reglamenten. 

Las disposiciones existentes orientadas a lograr el goce efectivo de los derechos de la población en situación de desplazamiento, continuarán vigentes.” 
Por consiguiente, el andamiaje institucional, los mecanismos, instancias y las herramientas para la atención y reparación integral a las víctimas cambiaron de denominación, pasando de hacer alusión únicamente a la población desplazada, a referirse a toda la población víctima del conflicto (ejemplos: Registro Único de Población Desplazada, reemplazado por el Registro Único de Víctimas creado por la Ley 1448 de 2011 / Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada -SNAIPD, que fue reemplazado por el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas del Conflicto – SNARIV, entre otros). 
En este orden, el Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada pasó a ser el Plan Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas. 
· Artículo 2.4.3.1.1.2. Inventario de instituciones. Para el cumplimiento de la función de recibir y distribuir los recursos y auxilios que se incluyan en el Presupuesto Nacional con destino a entidades oficiales o particulares que se ocupen de programas de bienestar social del niño, niña o adolescente y de la familia, e inspeccionar la inversión de aquellos, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar realizará y mantendrá al día inventario de las instituciones que con tales propósitos funcionen en el país, de su naturaleza, de sus recursos, finalidades específicas, potencialidad y ubicación; señalará además, las pautas científicas a las cuales han de someterse los programas y actividades de los establecimientos, para disfrutar del apoyo oficial; indicará con el mismo objeto, la técnica de la planeación individual e incorporará a los propios programas los planes e iniciativas de aquellos, en la medida y magnitud en que se acomoden a los recursos del Instituto y al plan nacional de desarrollo, a fin de garantizar la permanencia y eficacia de los proyectos y trabajos. El artículo en comento desde su  expedición en 1969 imponía  la obligación de llevar un inventario de las instituciones que se ocupen de programas de bienestar social del niño, niña o adolescente y de la familia, incluyendo sus funciones en el país, su naturaleza,  sus recursos, sus finalidades específicas, potencialidad y ubicación; además, las pautas científicas a las cuales han de someterse los programas y actividades de los establecimientos, para disfrutar del apoyo oficial. 

Sin embargo en la actualidad, la conformación de bancos nacionales de oferentes como actuación previa a la adjudicación de contratos de aporte suple la necesidad de llevar el inventario dispuesto por la norma en análisis. Pues estos bancos de oferentes se constituyen mediante invitaciones públicas y tienen como finalidad consolidar y caracterizar la oferta nacional de entidades con capacidad para prestar el Servicio Público de Bienestar Familiar, es decir, conformar una lista de operadores con la idoneidad y capacidad para prestar los servicios de Bienestar Familiar. Por lo cual la finalidad de la norma se ha venido cumpliendo a través de la constitución de los bancos de oferentes; dejando la previsión reglamentaria obsoleta
Una(1) norma Bajo el criterio de Agotamiento del plazo definido en las disposiciones o por ser transitoria:
· Artículo 2.2.7.7.15. Recomendaciones de la Comisión de Seguimiento. La Comisión de Seguimiento del Congreso de la República de que trata el artículo 202 de la Ley 1448 de 2011, presentará un análisis con recomendaciones al Congreso de la República dentro del año siguiente al 20 de diciembre de 2011, a efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el literal r) del artículo 149 de la Ley 1448 de 2011. 
El artículo en comento establecía la obligación en cabeza de la Comisión de Seguimiento del Congreso de la República de presentar un análisis con recomendaciones al Congreso de la República dentro del año siguiente, con fecha máxima de presentación al 20 de diciembre de 2011. Teniendo en cuenta que uno de los criterios establecidos en el ejercicio de depuración normativa era el de agotamiento del plazo definido en las disposiciones, se considera que se trata de un artículo con vigencia temporal definida, y que dicha vigencia ya se cumplió. .
Se aclara que la depuración de este artículo no afecta los informes de gestión que presenta la Comisión de Seguimiento para cada uno de los períodos legislativos. Tampoco afecta la presentación de los informes de la Comisión de Seguimiento y Monitoreo sobre la implementación de la Ley de Víctimas - CSMLV, integrada por la Defensoría del Pueblo, Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República y la Mesa de Víctimas, ni cualquier otro informe de naturaleza similar que se construya para la verificación de la implementación de la Ley 1448 de 2011 y sus Decretos-Ley étnicos. 
Adicionalmente se identificó un conjunto de normas que por las modificaciones institucionales acaecidas con posterioridad a la fecha de compilación del Decreto 1084 de 2015, pueden ser ajustadas a fin de brindar claridad y certeza sobre las disposiciones vigentes. Entre ellas encontramos los artículos 2.2.6.5.2.7, 2.2.6.5.2.8., 2.2.6.5.4.6. y 2.2.6.6.2. del Decreto 1084 de 2015 los cuales establecían en cabeza del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar competencias relacionadas con la oferta de alimentación en la transición para los hogares en situación de desplazamiento, sin embargo, desde el año 2015, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación de las Víctimas asumió estas competencias con ocasión del artículo 122 de la Ley 1753 de 2015, Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país. La norma menciona también dispuso que los recursos que venía ejecutando el Instituto Colombiano de Bienestar General fueran incluidos en el presupuesto de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación de las Víctimas.
De igual modo, en los numerales 13 y 14 del artículo 2.2.6.6.2. del Decreto 1084 de 2015 que señalaban como integrantes de los Centros Regionales de Atención y Reparación a Víctimas a la Unidad Administrativa Especial para la Consolidación Territorial y a la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema, requieren ajustarse a la realidad nacional toda vez que estas entidades fueron transformadas o suprimidas con ocasión del Decreto 4155 de 2011, por el cual se transforma la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional (Acción Social) en Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, perteneciente al Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación, y se fija su objetivo y estructura; el Decreto 2559 de 2015, Por el cual se fusiona la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema (Anspe) y la Unidad Administrativa Especial para la Consolidación Territorial (UACT) en el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Prosperidad Social y se modifica su estructura, y el Decreto 2096 de 2016, Por el cual se modifica la estructura de la Agencia de Renovación del Territorio -ART.

Adicional a lo anterior, y en atención a los comentarios de la ciudadanía se identificó la necesidad de armonizar los conceptos y definiciones contenidos en los artículos 2.4.2.11. y 2.4.3.3.3.1 del Decreto 1084 de 2015 con las definiciones introducidas por la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia.

Finalmente, el artículo 2.2.7.6.19 del Decreto 1084 de 2015 que señala:

Artículo 2.2.7.6.19. Museo Nacional de la Memoria. El Consejo Directivo del Centro de Memoria Histórica diseñará, creará y administrará el Museo Nacional de la Memoria y adoptará los lineamientos de contenido y forma de presentación con la asesoría técnica del Museo Nacional de Colombia. Para el efecto, podrá encargar el diseño, preparación de contenidos, concertación con las víctimas y demás trámites que se requieran para el inicio de la puesta en marcha del Museo, a una comisión de expertos con el apoyo y participación de entidades privadas, o a través del mecanismo que el Consejo Directivo considere apropiado
Requiere ser modificado a fin de aclarar las facultades de la dirección del Museo Nacional de la Memoria por parte el Consejo Directivo, y el Director General del Centro Nacional de Memoria Histórica CNMH, pues se presenta una posible discrepancia entre la norma referida y lo dispuesto por el numeral 3 del artículo 9 del Decreto 4803 de 2011, que señala:
ARTÍCULO 9°. Dirección General. Son funciones de la Dirección General: (…)3. Dirigir y controlar el diseño, creación y administración del Museo Nacional de la Memoria, fomentando la participación del sector privado y de la cooperación internacional, y adoptar los lineamientos de contenido y forma de presentación con la asesoría técnica del Museo Nacional de Colombia.

En este sentido, y dada la naturaleza de establecimiento público del orden nacional del Centro Nacional de Memoria Histórica CNMH conforme al artículo 146 de la Ley 1448 de 2011, es pertinente recordar que la dirección y administración de los establecimientos públicos está a cargo de un Consejo Directivo y de un director, gerente o presidente  en atención al artículo 72 de la Ley 489 de 1998, por lo cual es necesario que estos trabajen de manera mancomunada. Por lo anterior, en aplicación de los lineamientos establecidos por el artículo 76 de la Ley 489 de 1998 en concordancia con el artículo 7 del Decreto 4803 de 2011 el director general obra como proponente de la política general del organismo y el Consejo Directivo como órgano que los define y adopta.  Por lo cual la presente modificación busca que las instancias de decisión del CMH cumpla con el principio de coordinación previsto en el artículo 6 de la Ley 489 de 1998, así como también de lo mandado en los literales e) y f) del artículo 54 del mismo cuerpo normativo.  
En conclusión, el presente proyecto surge como una necesidad dentro de la estrategia Colombia ágil, que es una de las banderas del Gobierno Nacional para garantizar que, por medio de una relación dinámica  de  todos  los  actores  sociales, los  grupos  de  valor la inversión y el desarrollo del país se potencialicen.

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO
El presente Decreto modifica apartes del Decreto 1084 de 2015 en atención a la aplicación de la estrategia de Colombia ágil, de manera que va dirigido a las entidades públicas del Sector de Inclusión Social y Reconciliación además de la ciudadanía, el sector empresarial, y en general los grupos con intereses legítimos, relacionados con las disposiciones modificadas.

	3. VIABILIDAD JURÍDICA
(Por favor desarrolle cada uno de los siguientes puntos)

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo

El proyecto de decreto es jurídicamente viable de conformidad con la facultad reglamentaria del presidente de la República prevista en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, que lo habilita para expedir decretos que deroguen o modifiquen otros decretos de igual o menor jerarquía.
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada.
El numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política actualmente se encuentra vigente sin modificación alguna. 
3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas. 
El presente proyecto de decreto deroga, suprime y modifica en lo pertinente los artículos 2.2.6.5.2.7, 2.2.6.5.2.8., 2.2.6.5.4.6., 2.2.6.6.2., 2.2.7.4.7., 2.2.7.6.19., 2.2.7.7.15., el parágrafo 2 del artículo 2.2.8.3.1., 2.2.11.5.1., 2.4.2.11., 2.4.3.1.1.2., y 2.4.3.3.3.1 del Decreto 1084 de 2015.
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

La Corte Constitucional mediante sentencia C-748/99, al conocer sobre la constitucionalidad del decreto 1818 de 1998, señaló:

"... El gobierno cuenta de manera permanente con la autorización constitucional para compilar las normas legales, con el fin de hacerlas asequibles y fáciles de entender al ciudadano común, todo dentro de su obligación de velar por el estricto cumplimiento de las leyes (C.P. art. 189, numeral 10). Esa tarea forma, pues, parte de sus labores como suprema autoridad administrativa, y no requiere de una autorización legal (...)".Resalta la Sala).

La facultad propia del Presidente prevista en el artículo 189 numeral 10 de la Constitución, de "... velar por" el estricto cumplimiento de las leyes, le permite expedir decretos compilatorios de normas legales con el fin de hacer útil, coherente y fácil el manejo y consulta de la normatividad por parte de los ciudadanos, teniendo en cuenta que el objetivo perseguido no es el de expedir una regulación legal de la materia específica, ni crear un ordenamiento jurídico nuevo.

3.5 Circunstancias jurídicas adicionales 

N.A.

	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
No genera impacto directo frente a terceros y no tiene un impacto económico 

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL 
No genera impacto directo frente a terceros y no tiene un impacto económico

	6. IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN
No genera impacto directo frente a terceros y no tiene un impacto medioambiental o sobre el patrimonio cultural de la nación.

	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO  

	

	INFORME EJECUTIVO PROCESO DE DEPURACIÓN Y MODIFICACIÓN NORMATIVA agosto 2021 

	

	

	

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	X

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	N.A.

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	X

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	N.A.

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	N.A.

	Otro 

Oficio MJD-OFI21-0046216-DOJ-2300 del 13 de diciembre de 2021 por parte de la Dirección de Desarrollo del Derecho y del Ordenamiento Jurídico del Ministerio  de  Justicia  y  del  Derecho.
	X


Aprobó:
_________________

Lucy Edrey Acevedo Meneses 

Jefe de la Oficina Jurídica
Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social
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